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			INTRODUCCIÓN

			EL LIBERALISMO COMO CULTURA POLÍTICA

			El liberalismo político no es sólo una forma de gobierno o una comprensión del Estado. Tampoco puede reducirse a una tipología de partido, a una moral o a una ideología. No está vinculado necesariamente a una teoría económica, ni tiene por bandera la apoliticidad o el individualismo. El liberalismo político es una cultura política, es decir, una forma de vida que, si bien incluye determinados posicionamientos teóricos sobre los elementos señalados, los trasciende, no reduciéndose a una concreta comprensión de ninguno de ellos.

			Que el liberalismo es una cultura política más bien lo asemeja a un tipo de praxis integral que, en una primera caracterización general, podríamos remitir a la tendencia a privilegiar cierta idea de autonomía personal y, en esta medida, a confiar en las fuerzas espontáneas de la sociedad minimizando la coacción. Desde luego, el liberalismo que aquí defendemos no abraza un cándido ideal de autonomía ni cree en una espontaneidad ajena a todo marco explicativo. Pero creemos que lo nombrado por esas expresiones sirve como criterio último desde el que enjuiciar formas de gobierno, comprensiones del Estado, tipologías de partido, códigos morales o ideologías, permitiendo discriminar entre ellos y sirviendo igualmente como base desde la que defender ante los demás determinadas maneras de organizar las sociedades humanas, enfrentarnos a nuestras limitaciones y a la necesidad de regular el poder, configurar modos de adaptación a los cambios, etc.

			Más allá de esta inicial declaración de principios, defendemos que los retos políticos, económicos y sociales a los que nos enfrentamos, y que hoy es habitual y legítimo remitir a la crisis económica que nos somete desde hace algunos años, aunque la exceden, exigen no sólo la defensa de la cultura política liberal, sino su renovación. Sostenemos que es la cultura política que mejor refleja y más respeta la realidad social y política de lo que denominamos Occidente, a la par que la que más contribuye a reforzarla y perfeccionarla. Además, junto con la ciencia, es la más universalizable de sus creaciones.

			La relevancia del liberalismo como cultura política no se deja cuestionar por la recurrente aparición de ideologías como la feminista, ecologista, pacifista, postcolonial, indigenista..., entre otras. A diferencia del liberalismo, éstas no se plantean explícita e integralmente las cuestiones políticas nucleares, básicamente las de los procesos de legitimación del poder y de constitución de formas de unidad política, así como la compatibilidad de ello con la convicción acerca de la contingencia de todo fundamento y con el respeto a la autonomía individual y lo que ello exige.

			Para demostrar estas tesis desarrollaremos una reconstrucción del liberalismo político a partir de los elementos que consideramos esenciales para encarar los retos futuros. Aunque aludamos puntualmente a experiencias históricas para hacer justicia a la retroalimentación entre experiencias y conceptos, nuestra comprensión del liberalismo se explicita mediante un análisis de principios generales. Ello implica que si bien en este libro se trata de temas económicos, sociales, políticos, históricos o religiosos, nuestra perspectiva es abiertamente filosófica y con una clara tendencia a localizar las excepciones que confirman las reglas. Desde estas premisas esperamos poner de manifiesto que nuestra defensa del liberalismo político permite reconstruir una imagen del ser humano que, sin ser una condición trascendental, sí resulta persuasiva en orden a comprender las experiencias y las expectativas relevantes en (y de) nuestra sociedad contemporánea.

			Una vez que hemos explicitado la perspectiva que adoptamos para analizar la cultura política liberal, estamos en condiciones de nombrar los cuatro grandes principios (o valores, o ideales; aunque la terminología no sea irrelevante) por referencia a los cuales la reconstruiremos. Se trata de la igualdad (o la democracia, según se prefiera), la libertad (o la responsabilidad, como se desee), la justicia (o el respeto a las posibilidades, que viene a ser lo mismo) y la memoria (esto es: el tratamiento de la historia). Tales principios permiten aprehender la especificidad del liberalismo político que aquí deseamos reconstruir. La razón es que, desde el punto de vista espacial, el individuo se halla inmerso en la tensión que resulta tanto de su vínculo con los demás como de su experiencia de la propia singularidad. El liberalismo no puede ni pretende disolver dicha tensión; antes bien, es su testigo permanente. Y ello para que ni la comunidad asfixie al individuo ni éste pierda la experiencia de estar habitado por aquélla. Democracia y libertad son las categorías que sintetizan el envite de una política consistente con estos criterios.

			Junto a ello, y desde el punto de vista temporal, el liberalismo hace justicia a la tensión entre la experiencia que acumulan los seres humanos (su pasado) y las expectativas que son capaces de forjarse (su futuro). Tanto colectiva como individualmente, somos resultado y protagonistas activos de las experiencias acumuladas a través de los siglos y de los días, y del futuro que, para desearlo y temerlo, somos capaces de prever. La voluntad de continuidad y la memoria deben hacerse compatibles con la apertura a la novedad y a la sorpresa, a lo no previsto e imprevisible, a lo no realizable sino sólo esperable. Por todo ello, los términos que podrían sintetizar el perfil de una política liberal en este ámbito podrían ser los de posibilidad (o justicia) y memoria.

			Podría decirse que los principios de igualdad, libertad, justicia y memoria se implican mutuamente y remiten a cierta experiencia de comunidad. En efecto, porque el ser humano es, antes de cualquier tipo de jerarquización o diferenciación, un ser-junto-a-otros, es posible la democracia. Porque cada ser humano es, sobre todo, un ser-junto-a-otros, puede interpretarse a sí mismo como individuo que influye en los demás y al que afectan las expectativas de éstos, es decir, como individuo libre y responsable. Porque cada ser humano existe junto a otros, puede hacer suyos los sufrimientos de los demás, de modo que ninguno le sea ajeno, tornándose así capaz de aprehender tanto la posibilidad de una justicia vehiculada en el derecho, como la de otra que no se agota en lo que éste ofrece. Porque el ser humano se halla esencialmente vinculado a los demás, puede tener memoria, ya que ésta apunta a un tipo de comunidad que trasciende las pluriformes agrupaciones a las que se pertenece, alcanzando las experiencias pasadas y los muertos, y haciendo de ellos y de sus posibilidades abortadas parte de lo que somos.

			Que en un ensayo donde se pretende ofrecer argumentos a favor del liberalismo político se sostenga que la categoría fundamental para comprender la realidad humana es la de comunidad puede parecer paradójico para quienes siguen anclados en los tópicos reduccionistas que asocian el liberalismo con el individualismo egoísta o con la atomización del sujeto. Por el contrario, y a tenor de los principios aludidos, un individuo absolutamente aislado y autosuficiente sería incapaz de relaciones políticas democráticas; no podría ser considerado libre, aunque tampoco su contrario; sería impotente para experimentar la necesidad de que sea posible la justicia, que, por lo demás, no tendría de quien esperar; carecería, por último, de memoria de los otros, pero también de memoria de sí mismo en tanto que alguien que cambia y es susceptible de ser juzgado. Por lo demás, incluso desde posturas individualistas radicales es inevitable admitir la existencia de sentimientos espontáneos asociados con la simpatía y la compasión, que posibilitan la lectura crítica del egoísmo romo, esto es, que hacen comprensible la ironía sobre uno mismo.

			Nuestro objetivo pasa por proponer una renovación del significado que estos principios deben asumir en un liberalismo adaptado a los retos del siglo XXI. Los mismos son pluriformes ya que pertenecen a diferentes ámbitos de acción y de sentido, aunque estén interconectados. Existen retos estrictamente políticos, remisibles a realidades que tienen que ver con cuestiones de unidad, tales como la globalización, el multiculturalismo, los nacionalismos, los conflictos bélicos, la hegemonía, etc. Otros remiten preferentemente al ámbito de la economía, elevándose por encima de todos ellos el que queda nombrado con la categoría de crisis, que parece obligar a la implementación de soluciones novedosas y, ante todo, a priorizar valores como la transparencia, la competitividad, la austeridad y la confianza racional en la lógica del libre mercado, todos ellos valores que el liberalismo hace suyos e impulsa. Hay, por citar un último ámbito, retos estrictamente sociales, vinculados a los anteriores, pero cuya expresión remite fundamentalmente a cuestiones relacionadas con derechos.

			A partir de estos y de muchos otros retos, parece urgente no sólo proponer la cultura política que se considera idónea para hacerles frente, en nuestro caso la liberal, sino el hacerlo renovadamente, esto es, tratando de matizar sus perfiles y añadir elementos de juicio que sirvan para adaptarla a las nuevas circunstancias. Obviamente, no cabe esperar de un ensayo centrado en principios la propuesta de un novum radical —que, por lo demás, rechazamos, pues queremos poder vincularnos con la tradición, como queda patente en nuestro primer capítulo—. Pero deseamos igualmente diferenciarnos de ella. La razón es que nuestra reconstrucción y renovación de la cultura política liberal presupone que la categoría de liberalismo es susceptible de un análisis sincrónico (relativo a su uso presente) y diacrónico (arqueológico y genealógico) que, explicitando los diversos estratos semánticos e históricos contenidos en ella, así como las aporías que encierra, cuestione sus pretensiones de claridad y fundamentación. Tal operación es posible porque en dicha categoría se depositan variadas experiencias y expectativas históricas, dotándola de una polisemia que alcanza la ambigüedad y explica determinadas incomprensiones y prejuicios. Ello a su vez justifica el que sea igualmente objeto de disputa por su uso correcto, evidenciándose de este modo que también la batalla por el lenguaje constituye un terreno de lucha política, la cual no sólo es índice de la ambigüedad señalada, sino que la refuerza.

			Sugerir una renovada comprensión del liberalismo implica tanto la crítica de muchos de los sentidos y de los usos con los que hoy se nos presenta, como la propuesta de una idea de liberalismo más útil en orden a comprender la realidad política presente y sugerir mejoras de la misma. Dicha comprensión renovada es la que queda nombrada con la expresión «tercer liberalismo», a la que dedicamos el tercer capítulo del ensayo.

			Que la noción de liberalismo que sugerimos sea denominada de tal forma exige, aun antes de conocer más detalladamente su significado, mostrar la plausibilidad de dicha expresión.

			Comprensiones del liberalismo hay muchas y no sólo dos, respecto de las cuales la nuestra pudiese considerarse una tercera, que es a lo que parece apuntar la idea de tercer liberalismo. Si pese a ello elegimos tal nombre es porque consideramos útil ordenar las diferentes nociones del liberalismo en un esquema binario que dé cuenta de sus rasgos específicos, de modo que el tercer liberalismo que defendemos se constituiría no tanto como una suerte de síntesis que englobase y superase lo mejor de cada una de esas nociones, pues hay muchas, sino más bien como un «tercero excluido» que, aun reconociendo compartir el mismo aire de familia propio de esos liberalismos, así como muchos de sus principios, pretende sin embargo diferenciarse de ellos y evidenciar los reduccionismos e insuficiencias que los atenazan.

			Desde un punto de vista sincrónico, centrado en significados reconocibles en el presente, aunque muchos de ellos posean una larga historia, el tercer liberalismo es tal porque difiere de lo significado por los pares «liberalismo comunitarista vs. liberalismo individualista (o anarcoliberalismo)», «liberalismo clásico vs. neoliberalismo», «liberalismo igualitarista vs. liberalismo conservador», «liberalismo económico vs. liberalismo moral (o social)», etc. Como veremos, el tercer liberalismo no adquiere su especificidad por incorporar lo vehiculado en cada uno de los adjetivos que adornan estos pares opuestos, y cuyo significado asumimos en su sentido más común, sino más bien por cuestionar dicha oposición.

			Junto al contraste respecto de estas acepciones simétricamente contrarias, el tercer liberalismo también lo es por referencia a dos grandes momentos históricos de la cultura liberal que aquí sólo pueden ser aludidos en su generalidad. Nos referimos, primeramente, a la cultura liberal que nace en el siglo XVII y llega hasta las revueltas sociales y la crisis del petróleo de los años setenta del siglo XX, y que se caracteriza por el desarrollo de las libertades económicas y políticas que se plasmaron finalmente en la creación del Estado del Bienestar. Frente a este primer liberalismo, a partir de los años ochenta del siglo XX, aunque sus orígenes son anteriores, y debido a los problemas de sostenibilidad de dicho Estado del Bienestar, a las exigencias de la globalización y a la presencia de multiformes movimientos sociales que pusieron en cuestión el modelo de diálogo social basado en el binomio sindicatos y patronal, va conformándose un liberalismo que se caracteriza por su rechazo de la política institucionalizada, ya sea porque adopte una forma abiertamente hostil a ella, como en el caso de los defensores de un capitalismo sin Estado, ya sea por la asunción de un difuso apoliticismo que tiene una de sus plasmaciones en la profusión de dispositivos de control indirecto o «a distancia», como los vehiculados en estrategias que se centran en la gestión de la vida corporal (por ejemplo, mediante el fomento biopolítico de la medicalización de la vida, o de su administración a través de terapias psicológicas, etc.) o en la extensión de la cultura empresarial aplicada al propio individuo (auspiciando, por ejemplo, ideales como la formación permanente o la autogestión de los riesgos, etc.). Ambas manifestaciones no son incompatibles.

			Frente a una cultura política liberal que se fue haciendo progresivamente indistinguible del igualitarismo y lo que éste implica, y frente a otra que ha confundido la defensa del mercado y las libertades individuales con el rechazo de toda acción directa (explícitamente jurídica) del Estado, el tercer liberalismo que aquí propugnamos se instala en el frágil equilibrio de defender tanto la necesidad de las instituciones políticas, y especialmente el Estado, como medios para articular la convivencia en sociedades complejas, como la de poner límites a los mismos por su tendencia a limitar y colonizar los espacios de autonomía personal.

			El tercer liberalismo que expondremos en este ensayo defiende que el bien común consiste en normas, instituciones y prácticas políticas constituidas jurídicamente; y no tanto unas concretas, cuanto el hecho de que las haya como mediación insoslayable y referencia última desde la que reconocer, articular y armonizar las plurales concepciones de lo bueno y la diversidad de los fines perseguibles en una sociedad que respete la libertad individual. Dicho de otro modo: se sugiere la necesidad, ni neutral ni negociable, de contar con un ethos común consistente en procedimientos jurídicos continuamente revisables desde las posiciones en lucha y por referencia a los cuales dirimir disputas y constituir identidades. Y es que, pese a reconocerse como una reconstrucción de la cultural liberal adecuada para las actuales sociedades globalizadas, descentradas y de tendencia multilateral, el tercer liberalismo no considera que haya desaparecido la necesidad de que las diferencias políticas que brotan de la vitalidad social se articulen institucional y jurídicamente. La razón es que si no se hace desde una cultura política liberal, se hará desde concepciones no liberales, pues la tendencia hacia la hegemonía parece inerradicable. Si se nos permite la metáfora, la política que se tira por el sumidero se nos termina colando en casa transmutada en monstruo. Bien es cierto que las fuentes dadoras de sentido se han multiplicado, pero no todas son iguales y muchas nos parecen inquietantes. Desde una perspectiva liberal el punto decisivo estribará en identificar factores y mediaciones «de» y «para» la unidad política mínimamente coactivos, esto es, máximamente justos con el pluralismo.

			Y es que el tercer liberalismo no sacraliza la neutralidad, reconociendo el carácter conflictivo (político) de la convivencia social, así como la necesidad del Estado y de la regulación. En este sentido, no es individualista, sino afín a políticas fomentadoras de cohesión y de unidad —sin, sin embargo, postularse como «compatible con» o «fomentador de» versión alguna de nacionalismo, ya que su pulsión es universalista—. No considera la libertad un a priori respecto del cual los órdenes jurídicos pudiesen considerarse un mero obstáculo, sino más bien su condición de posibilidad. Pese a ello, es capaz de reconocer la necesidad de garantizar la viabilidad de prácticas políticas democráticas por fuera del derecho que cuestionen los principios y las formas instituidas, contribuyendo así a su regeneración, sin por ello renunciar a la necesidad de instituciones, las cuales necesariamente implican excluir, regular y negar. El tercer liberalismo no reclama ingenuamente la clásica división de poderes sino que, dándola por supuesto como valor, la problematiza desde una comprensión más sofisticada de la misma, enriqueciéndola al dar cabida a otros poderes distintos de los tradicionales y que igualmente deben ser debilitados.

			Ahora no es momento de agotar la caracterización del tercer liberalismo, que se abordará en los capítulos correspondientes. Bastará apuntar su resistencia a ser integrado en la vieja dicotomía izquierda-derecha. Si para alguien aun tiene sentido dicha distinción, vaya por delante que el tercer liberalismo no es «de derechas», pero tampoco «de izquierdas». Lo encerrado en su envite pasa justamente, y entre otras cosas, por mostrar lo obsoleto de dichas categorías.
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			Union Square (Nueva York). Bajo la estatua ecuestre de George Washington, primer presidente de los Estados Unidos, ciudadanos y turistas de la «gran manzana» disfrutan de un espacio público dedicado a uno de los artífices de la nueva república norteamericana cuyas leyes e instituciones recogieron los ideales políticos de la Ilustración abriendo el camino de las revoluciones liberales del siglo XIX a numerosas naciones del mundo occidental. © Anaya/Mario Cruz.

			Tampoco cabe confundirlo con el denominado «socialismo liberal» o «liberalsocialismo». Ambas categorías designan un pensamiento muy vinculado a una experiencia italiana. De hecho, su origen es un ensayo de 1929 de Carlo Rosselli, titulado Il socialismo liberale, en el que proponía, como modo de resistencia al fascismo, una forma de socialismo emancipada del dogmatismo marxista y respetuosa de las libertades civiles. Quien recuperó tal herencia en el contexto de la crisis del Partido Comunista Italiano posterior a la caída del Muro de Berlín, en 1989, fue Bettino Craxi, que de ese modo contribuyó a la renovación del socialismo mediante su reconocimiento de las libertades civiles y su alejamiento del comunismo soviético. Tal dato, junto al hecho de que hayan sido teóricos como Norberto Bobbio quienes hayan hecho alusión al concepto, testimonia, junto a su vinculación a la tradición política italiana, la impronta socialista de la categoría.*

			El liberalismo que propugnamos constituye la cultura política que incorpora las mejores respuestas y argumentos para hacer frente a los problemas que, como analizaremos en este ensayo, se presentan a las sociedades democráticas, tanto los nuevos como los que son consustanciales a su forma jurídico-política. El liberalismo ni reniega de los sistemas de garantías ni de la necesidad del fomento de homogeneidad social, por citar dos ejemplos significativos sobre los que volveremos. Pero a la par se constituye como una cultura política sumamente atenta a las perversiones de los procedimientos, cuya salud tiende a juzgar por referencia a la realidad heterogénea, azarosa y aceleradamente cambiante que es hoy la vida humana y sus relaciones. Una realidad cuyo sentido remite a sí misma, pues se sabe abandonada por los dioses. Una realidad cuya complejidad y dinamismo torna forzados e inefectivos los modelos teóricos a priori, estáticos e inmunes a la novedad.

			Por lo demás, nuestro tercer liberalismo no sólo pretende hacer justicia a la compleja sociedad contemporánea tomada como un todo unitario. También representa la cultura política más respetuosa con la singularidad y autonomía del individuo, siempre imprevisible y excepcional, siempre resistente a toda ley de equivalencia; respetuosa de eso que denominamos «sociedad civil», y de la que nos preguntaremos si aún existe y, de existir, dónde se localiza. El tercer liberalismo incorpora igualmente un tipo de cuestionamiento del Estado que incide en los peligros encerrados en su rol de garante. Como el liberalismo clásico, no desprecia las seguridades, pero calcula cuidadosamente el precio que debe pagar por ellas. Ese precio puede aprehenderse con categorías tales como «homogeneidad», «uniformidad», «endeudamiento», «normalización», «totalitarismo», etc.

			Comenzamos afirmando que el liberalismo es una cultura política, no el nombre de un partido o de una ideología política, tampoco el de una teoría concreta sobre lo político o lo económico, ni siquiera el término para designar una visión de la moral o del ser humano y sus relaciones. Que el liberalismo constituye una cultura política significa que, en cierto sentido, incluye todos esos elementos, pero sin reducirse a uno solo de ellos. Usando terminología weberiana diríamos que el liberalismo político es un tipo ideal, esto es, un constructo teórico lo suficientemente concreto como para ser remitido a determinadas praxis humanas, pero igualmente lo bastante abstracto como para no reducirse a ninguna de ellas por separado. El tipo ideal «liberalismo político» permite aprehender unitariamente un conjunto de teorías, creencias y prácticas, dotándolas de un sentido que trasciende el que poseen aisladamente. Aun asumiendo que el liberalismo presupone y fomenta cierta neutralidad valorativa, comprobaremos sin embargo que, en tanto que cultura política, no es compatible con determinadas formas de gobierno, de vida social, de concepción de la justicia o de la historia. Más aún: demanda otras formas, otras prácticas, otras concepciones de la igualdad, de la libertad, de la justicia y de la memoria. Concepciones que nos parecen más igualitarias y justas, más favorecedoras de la libertad y más respetuosas para con el pasado; en definitiva, más persuasivas.

			§

			En lo que sigue, presentaremos la estructura del libro que el lector tiene en sus manos. Como se deduce de las páginas anteriores, su objetivo principal y el sentido del mismo es proporcionar una reconstrucción sintética y una sistematización del liberalismo concebido como una cultura política integral que debe adaptarse a los retos del siglo XXI. Con tal fin hemos escrito cinco capítulos en los que pretendemos repensar y dar cuenta de las grandes constantes histórico-conceptuales del liberalismo, de modo que nuestra reconstrucción de una renovada cultura política liberal se nutra de los elementos esenciales proporcionados por sus manifestaciones históricas y filosóficas.

			En el primer capítulo hacemos una historia de la cultura liberal dividiéndola en dos grandes etapas. Como ya apuntamos, la del liberalismo clásico nace en el siglo XVII y llega hasta los años setenta del XX. John Locke, Adam Smith, Alexis de Tocqueville, John Stuart Mill e Isaiah Berlin son, aun con sus diferencias, algunos de sus principales teóricos. Por contraste con él, se consolida otra modalidad presidida por cierta «fobia al Estado», en términos de Foucault. En ocasiones se la denomina «neoliberalismo», pero por razones que se expondrán en su momento preferimos calificarla como «liberalismo anti-estatalista». Aludiremos para reconstruirla a una serie de autores cuyas obras trascienden la mera teoría económica, constituyéndose en auténticos ensayos integrales sobre el ser humano y su acción. Para acabar, añadimos un apartado sobre el liberalismo en España.

			En el segundo capítulo exponemos los principales problemas a los que se enfrentan las democracias liberales en las que vivimos, y que ponen en cuestión su legitimidad y su capacidad para atender las demandas de un presente convulso y complejo: el problema de la representación y los partidos políticos, las tensiones a las que realidades como la globalización, la emigración y el mercado someten a los requerimientos de unidad y de identidad colectivas, la relación entre sociedad civil y Estado, etc.

			En el tercero proponemos una renovada comprensión del liberalismo en la que va implícita la crítica de muchos de los sentidos y de los usos con los que hoy se nos presenta. Como ya hemos apuntado, nuestra propuesta pretende identificar un nuevo tipo ideal de liberalismo, argumentando a favor de su mayor utilidad en orden a comprender la realidad política presente y sugerir mejoras de la misma. Es decir, proponemos una reconstrucción de la cultura política liberal que se pretende mejor índice de las experiencias contemporáneas y más eficaz factor de renovación de la política. Dicha comprensión renovada es la que denominamos «tercer liberalismo».

			En el cuarto capítulo pretendemos aprehender el carácter integral de una cultura liberal a la altura de la sociedad contemporánea contrastándola con sus opuestas: los adversarios y los enemigos del liberalismo. Algunos son evidentes, como el dogmatismo, el totalitarismo y el fundamentalismo. Otros no parecen serlo tanto, como la socialdemocracia. Y por último, no es despreciable el cinismo intelectual, que actúa como un ácido deslegitimador de las democracias liberales y fomenta las cada vez más virulentas respuestas antisistema.

			En el último capítulo defendemos que si los problemas de nuestro tiempo exigen una nueva forma de cultura política liberal, también demandan un nuevo tipo de ciudadano. La cultura política del liberalismo debe ser afín a un determinado perfil de individuo, a la par que contribuye a forjarlo. Un individuo irónico, esto es, que se resista a asumir fácilmente los proyectos que impliquen postergar su libertad en nombre de algún supuesto bien común superior, que tienda a cuestionar los valores que sistemáticamente exigen priorizar el todo por encima de las partes. Un individuo consciente de la falibilidad y contingencia de todo lo humano y que, por ello mismo, jamás demande de los poderes constituidos ni prestaciones interminables ni garantías absolutas, ahorrándose el alto precio que se debe pagar por ello.

			
				
					* Ciertamente, hay otros pensadores identificables con esta comprensión de la política y del gobierno. Uno significativo es Ralf Dahrendorf. Pero su perspectiva, preferentemente sociológica, así como las connotaciones institucionalistas y humanistas de su liberalismo, o su valoración de la participación ciudadana, entre otros elementos, lo alejan de nuestro «tercer liberalismo».

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			LAS GRANDES ETAPAS DE LA CULTURA POLÍTICA LIBERAL

			Este capítulo pretende ubicarse en el terreno en el que se dan cita, condicionándose mutuamente, los acontecimientos y los conceptos. No se trata de un capítulo de mera historia social, pero tampoco se reduce a reflexión sistemática y descarnada sobre categorías y argumentos. Su reto es ser un capítulo de historia de los conceptos políticos, lo cual exige mostrar cómo los conceptos se constituyen en índices y en factores de los acontecimientos históricos, señalando a la par la vigencia presente de ideas pasadas.

			Con los diferentes hitos y nombres propios elegidos se pretende reconstruir una imagen posible del devenir de la cultura política liberal que resulte persuasiva en orden a diferentes fines. Desde luego, y en primer lugar, persuasiva respecto de la historia social y la historia conceptual. Por mucho que insistamos en el carácter parcial y general de nuestra reconstrucción, ésta se pretende causada por los hechos y las ideas. Dicho más sencillamente: se pretende verdadera. Paralelamente a ello, deseamos ofrecer una reconstrucción del concepto de liberalismo que atienda a las numerosas experiencias históricas que alberga dicho concepto, pero que igualmente muestre la anticipación y el fomento de determinadas políticas por parte del mismo. Por último, damos prioridad a los grandes principios que han ido definiendo y enriqueciendo el significado de la categoría, de modo que preparemos una plataforma en la que se evidencien las características más destacadas y reconocibles que ha adquirido el liberalismo y que, por ello mismo, más contribuyen a definir, por contraste, la propuesta de un tercer liberalismo que las integre y a la par las trascienda.

			1. DEL LIBERALISMO CLÁSICO AL CÉNIT DEL ESTADO DEL BIENESTAR

			En este apartado, dedicado al devenir del liberalismo desde la modalidad que cabe denominar «clásica» hasta lo que designamos como cénit del Estado del Bienestar, exponemos un esbozo, histórico y conceptual, de la evolución que experimentó la cultura política liberal desde la emergencia de sus principios definidores hasta el agotamiento y renovación de dicha configuración inicial frente a los retos de la sociedad posterior a la Segunda Guerra Mundial, pasando por la expresión de su fuerza constituyente en Norteamérica y su renovación teórica a manos de Tocqueville y Stuart Mill.

			1.1. EL LIBERALISMO CLÁSICO: DE JOHN LOCKE A ADAM SMITH


			La historia del liberalismo, como casi todas las historias del pensamiento, suele remontarse a los griegos. Puesto que el consenso general estipula que en la Grecia clásica se halla la cuna de lo que somos, y puesto que el pensamiento liberal conforma buena parte de nuestro acervo, tiene sentido que los estudiosos y académicos dediquen muchas páginas a discutir el concepto griego de libertad, la armonización de lo privado y lo público en la Oración fúnebre de Pericles, o hasta qué punto podemos considerar individualistas a nuestros clásicos, etc. ¡Y qué decir de la antigua Roma, si el mismo Hayek consideraba a Cicerón «como la principal autoridad del liberalismo moderno»1! O del cristianismo, cuya indudable importancia es remisible a la universalización del concepto de igualdad. Son igualmente extensos los debates académicos sobre el papel desempeñado por el estoicismo en todo el proceso —aunque, bien mirado, hay pocos debates importantes en la historia de la teoría moral en los que el estoicismo no juegue un rol fundamental2—.

			Todo ello, sin embargo, no altera la tesis fundamental de que el liberalismo es un movimiento político e intelectual netamente moderno, nacido en la Inglaterra de finales del siglo XVII aunque susceptible de ser vinculado a categorías y experiencias premodernas.

			A propósito del origen moderno del liberalismo, en este contexto es útil recordar que debemos a Foucault la profundización en una tesis de Nietzsche relativa a la imposibilidad de hallar una causa u origen puros de las realidades sociales y políticas. En lugar de la vana pretensión de identificar tal origen nítido, su estrategia genealógica, hoy retomada por Giorgio Agamben, propone reconstruir la emergencia de un fenómeno remitiéndolo a múltiples factores y subrayando la contingencia, tanto de éstos como del vínculo entre ellos y el resultado. Desde esta perspectiva, aludir a la emergencia del liberalismo conlleva la necesidad, dando por obvia la inexistencia de un especial «genio inglés», de remitirla a múltiples circunstancias que confluyeron en ese espacio y en ese momento.

			Tales circunstancias evidencian, por comparación, la singularidad del siglo XVII inglés. En efecto, las ciudades estado italianas o hanseáticas, herederas de la tradición republicana romana y con una clara vocación comercial, al menos muchas de ellas, no produjeron regímenes liberales, sino formas aristocráticas de gobierno. En otro orden, el desarrollo de una teoría subjetivista del valor por parte de la Escuela de Salamanca, verdaderamente a la vanguardia del pensamiento económico de su tiempo, tampoco cuajó en una nueva concepción global del gobierno y del mercado que pueda asemejarse a lo que entendemos por liberalismo. Más influencia en la génesis de éste tuvieron pensadores de la talla de Hobbes y Spinoza, a los que no es infrecuente hallar caracterizados como liberales3. Ciertamente, es imposible negar la influencia, sobre todo del primero, en lo que hoy entendemos por liberalismo. Su defensa del individualismo y la libertad de conciencia, de la separación entre lo público y lo privado, su concepción de la libertad natural o sus ataques al finalismo aristotélico, entre otras características, lo convirtieron en un verdadero revulsivo del pensamiento político moderno. Pero ni él ni Spinoza fueron pensadores liberales4. La defensa del poder absoluto del soberano por parte de Hobbes y una compleja concepción de la libertad en Spinoza, más cercana al ideal de sabio estoico que a lo que más tarde Constant llamaría «la libertad de los modernos», son argumentos suficientes para rechazar el calificarlos como liberales. Ésta, por lo demás, es una etiqueta que resulta anacrónica en el siglo XVII.

			Desde nuestra perspectiva, es posible mirar el pasado y reconstruirlo sentenciando que, al igual que sólo en la Grecia clásica pudo haber surgido la filosofía tal y como la conocemos, pues sólo en ella se daba la dispersión política, el reconocimiento de la diversidad cultural, la carencia de libro sagrado y de iglesias organizadas, etc., que lo posibilitaron, también parece plausible afirmar que en la Inglaterra de finales del XVII confluyeron elementos que de forma dispersa estaban presentes en muchos lugares de Europa, pero que juntos produjeron la reacción en cadena que de forma lenta pero continua terminó por transformar el mundo: la diversidad religiosa que, sobre todo tras la unión con Escocia, hizo más necesaria la tolerancia, la revalorización del individuo y de su relación directa con Dios defendidas por el protestantismo, una población ampliamente alfabetizada, una distribución de la tierra que posibilitaba la existencia de amplias clases propietarias que no pertenecían a la gran aristocracia terrateniente, un comercio aventurero que intentaba buscarse un hueco entre las poderosas España y Francia, una monarquía renuente a acudir al Parlamento en busca de subsidios, lo que la condujo a vender propiedades para financiarse y que, como consecuencia no deseada de esa búsqueda de independencia y de fortaleza, dejó una herencia debilitada.

			Inglaterra, en efecto, construyó uno de los primeros Estados modernos, como lo hicieron España y Francia. Pero los intentos de su monarquía por emular las grandes Casas Reales de España y Francia se dieron de bruces con una sociedad compleja y dispuesta a defender sus propiedades y sus libertades. Donde fracasaron los Comuneros, triunfó la Revolución de 1688 o Gloriosa y el que se convertiría en su gran teórico, John Locke.

			Aunque es evidente que el tema excede los límites de esta breve síntesis, puede subrayarse que, si bien la Revolución de 1688 fue un movimiento político complejo susceptible de diversas interpretaciones, el debate de ideas que suscitó durante esos años, con una intensa publicación de panfletos, muchos de ellos anónimos, la convirtió también en una batalla ideológica en la cual lo que serían principios clave del liberalismo clásico se alzarían con la victoria. En este sentido, y también por lo que supuso de conciencia acerca de la dimensión política encerrada en el debate de ideas, es lógico considerar la Revolución de 1688 como la primera revolución liberal5. La muerte sin descendencia de Isabel I abrió un largo período de inestabilidad institucional que terminaría con la llegada al trono de Guillermo de Orange. En 1681 se produjo la Crisis de la Exclusión en la que la oposición a Jacobo II por su catolicismo confeso fracasó en el intento de alejarlo de la línea de sucesión al trono. En realidad, el tradicional anticatolicismo de la sociedad británica, muy ligado a su lucha contra España y Francia, vertebró la oposición a un rey deseoso de aumentar sus prerrogativas en la línea de una cada vez más poderosa monarquía francesa. Es evidente que no midió adecuadamente ni sus fuerzas ni las de los grupos opositores que forzaron finalmente el cambio de dinastía y, con ella, la limitación de poderes del rey. La Revolución de 1688 no sólo fue la del triunfo del partido whig, que dominaría la vida política e intelectual en Inglaterra durante más de un siglo, sino la que obligó a cambiar el pensamiento tory en aspectos fundamentales, los cuales rechazaron, ya para siempre, la idea del origen divino del poder real. De hecho, el aumento del poder del rey, asentado en la existencia de un ejército permanente, era visto como un ataque a la propiedad privada y a las libertades de los ingleses. Pese a todo, la Revolución de 1688 significó el triunfo de ideas liberales, pero no el del liberalismo, que en gran parte estaba por ser formulado. Desde luego, sí que puso en marcha ideas y prácticas que harían finalmente insostenible el Antiguo Régimen. Habrá que esperar a la independencia de los Estados Unidos para tener el primer régimen liberal stricto sensu en la historia de la humanidad.

			En cuanto a los nombres propios a los que cabe remitir la emergencia del liberalismo, si bien John Locke es el pensador que aportó los mejores argumentos para defender la causa de la Revolución whig, el liberalismo no fue el producto consciente de un hombre, ni siquiera de un grupo de ellos, como sí que lo fue la Constitución americana y en gran medida el régimen que se forjó antes y después de su aprobación. Ciertamente, Locke fue quien mejor supo pensar su tiempo y, en terminología hegeliana, elevarlo a concepto. De entre sus libros, dos resultan clave para este propósito: el Segundo tratado sobre el gobierno civil (1689) y su Carta sobre la tolerancia (1689-1690). En el primero estableció algunos de los ejes sobre los que pivotará buena parte del pensamiento político posterior, liberal o no, y describió las instituciones que se irán construyendo para dar cuerpo a tales ideas. Es el caso de la concepción de la sociedad civil como un conjunto de hombres libres e iguales que poseen cada uno de ellos su proyecto de vida, pero que se ponen de acuerdo en una serie de cuestiones que afectan a todos. Hombres concebidos como poseedores de derechos naturales, fundamentalmente los de conservar y proteger sus vidas y los de adquirir y mantener sus propiedades. De hecho, a partir de Locke forma parte del núcleo del liberalismo clásico la tesis de que el único Estado legítimo es el que emana de la voluntad de los gobernados y se orienta a preservar sus propiedades y derechos. El Estado liberal nace como un Estado garantista frente a la violación de los derechos individuales por parte de otros hombres y otros Estados.

			Esta comprensión de los poderes constituidos presupone la diferenciación entre éstos y la sociedad civil. En el caso de los pensadores ingleses del XVII, tal diferenciación es aún borrosa. El recurso hobbesiano de pensar los hombres en libertad natural puede comprenderse como un anticipo de la misma. Trascendiendo el que tal tesis se conciba como histórica (algo que rechazan David Hume o Adam Smith) o que sólo se use como recurso heurístico (como John Locke), lo relevante es que testimonia la conciencia incipiente acerca de que la libertad dependía de dicha diferenciación entre lo civil y lo estatal. A este respecto, Locke fue el primero en tematizar la idea de un poder político coercitivo pero respetuoso con las libertades y derechos individuales en la medida en que es producto del acuerdo voluntario de los ciudadanos. Por ello es común y justo afirmar que con él comienza a adquirir su forma lo que entendemos por liberalismo clásico. Según éste, el Estado no es tanto resultado de un contrato sino producto natural de las relaciones políticas que mantienen hombres libres e iguales, perspectiva que será máximamente desarrollada por Adam Ferguson unos años después en su Ensayo sobre la historia de la sociedad civil. Los hombres tienen que llegar a acuerdos para defenderse de sus enemigos, impartir justicia y afrontar necesidades comunes. Los distintos poderes del Estado, que en Locke son el ejecutivo, el judicial y el federativo, son los instrumentos diseñados para afrontar las distintas cuestiones de su competencia.

			Junto a ello, el liberal lockeano cree en la existencia de derechos naturales inalienables. Es éste un punto relevante que lo distingue de la tradición contractualista republicana e incluso del liberalismo posterior. Para el liberalismo clásico, los derechos a la autoconservación, a la búsqueda de la felicidad, a adquirir y conservar la propiedad, a la libertad religiosa, al comercio, a estar gobernados por las leyes y no por los hombres (un viejo tema republicano que el liberalismo clásico hace suyo), etc., forman parte del conjunto de derechos naturales de los seres humanos. El consenso general de los liberales de la época en torno a tales derechos no impedía la existencia de debates acerca del número de los mismos. No obstante, el derecho considerado fundamental era el de propiedad. Esto se debía al hecho de que ésta constituía la condición de la autonomía frente a la ordenación de la vida promovida por el Antiguo Régimen. Ello explicaba igualmente el que para el liberal lockeano la justificación del gobierno radicara en la protección de la propiedad. Ciertamente, las pretensiones de los Estuardo de aumentar su poder ponían de relieve que el único problema no era la anarquía política, como lo fue para Hobbes, sino que el mismo poder del Estado podía ser una amenaza a la propiedad y a la libertad. La división de poderes fue la estrategia básica que el liberalismo clásico formuló para enfrentarse al problema de quién controla al gran Leviatán, un tema al que posteriormente dio su forma clásica Montesquieu en El espíritu de las leyes (1748). En todo caso, la centralidad de la propiedad implicaba una nueva antropología que remitía la identidad del ser humano al despliegue de su actividad en el mundo. Los liberales clásicos encontraron que el trabajo era la mejor justificación de la posesión. Los frutos del trabajo pertenecen al sujeto como derivación natural de su actividad. En este sentido, el liberalismo clásico entroncaba con la tradición moral protestante, si bien también en este punto los debates acerca del fundamento de la legitimidad de la propiedad se intensificaron.

			Es pertinente subrayar esta tesis para introducir nuestro segundo nombre propio. En el liberalismo clásico el desarrollo de la teoría moral fue de la mano de la filosofía política. Y si hay algún pensador que pueda presentarse como paradigma de todo ello es Adam Smith.

			Smith es el autor de La Riqueza de las Naciones (1776), libro que se considera de modo rutinario como la partida de nacimiento de la moderna teoría económica. Pero Smith también es autor de La teoría de los sentimientos morales (1759), que se reeditó en seis ocasiones en vida del autor, con importantes revisiones en alguna de ellas. Es un libro que lo acompañó durante toda su vida y del que estaba especialmente orgulloso. La existencia de ambos libros dio origen a la polémica sobre los dos Adam Smith: el autor de la Riqueza de las Naciones, defensor del capitalismo y de las pasiones egoístas, se confrontaría con el autor de La teoría de los sentimientos morales, defensor de la virtud y el bien. El debate muestra tanto la ignorancia de uno de los dos textos, fundamentalmente el de la teoría moral, como la lectura caricaturesca de La Riqueza de las Naciones, cuando no simplemente su asimilación a través de resúmenes de cuarta mano y la reducción de sus más de mil páginas a un par de citas.
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			Arriba, retrato de Jonh Locke (1632-1704), y abajo, efigie de perfil de Adam Smith (1723-1790). En sus respectivas obras se concentran varios de los pilares filosóficos, políticos y económicos del liberalismo clásico. © Anaya/Joseph Martin.
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			Hay un solo Adam Smith, para quien el foco debe ponerse en la capacidad de formular juicios. El núcleo de la argumentación recuerda una de las tesis centrales de la Carta sobre la Tolerancia de John Locke: en un contexto de incertidumbre, nadie puede arrogarse el derecho de tener toda la verdad. Así pues, ¿con qué criterio imponer a otro qué debe pensar, qué debe hacer? El liberal clásico no necesitará probar que el hombre es libre, sino que parte de que éste muestra que usa su libertad al ejercer la capacidad de juicio. Diríamos, en terminología wittgensteiniana, que la libertad no se dice, se muestra. El derecho a la libertad religiosa, a la libertad de expresión, a la propiedad y al comercio, entre otras, son manifestaciones de la capacidad de juicio de los seres humanos. Al igual que un hombre puede elegir en qué Dios creer, también puede vender y comprar a quien quiera y como quiera, pensar, leer y escribir lo que quiera. Y será un problema clásico del liberalismo cómo enfrentarse a las tensiones que provoca el ejercicio de esos derechos.

			Los filósofos escoceses, especialmente David Hume y Adam Smith, poseedores de un profundo conocimiento de la historia y de una inclinación fuertemente antimetafísica, prescindieron de la retórica de los derechos naturales. Hume, especialmente en su faceta de historiador, fue muy crítico con la historiografía whig, la que había resultado triunfante tras la Revolución de 1688 y dominó la política y el pensamiento inglés durante todo el siglo XVIII. Su oposición a la explicación whig de la historia y de los fenómenos sociales no derivaba de una presunta posición tory, sino de que rechazaba la falsificación histórica y la creación de mitos que a su juicio representaba la historiografía whig. Probablemente el más poderoso de ellos, forjado en la Edad Media y aún con arraigo en la cultura anglosajona, es el de que la libertad es consustancial al carácter inglés. Hume probó que tal narración no resiste la confrontación con los hechos. Las libertades inglesas eran fruto azaroso del proceso histórico, no de un carácter eterno, y desde luego un fenómeno contemporáneo harto mejorable.

			En sus Lecciones de Jurisprudencia, Smith adoptó la misma perspectiva6. No hay derechos históricos ni libertades perdidas y por recuperar. La libertad natural ya no remite a una Edad de Oro, a la manera de John Locke. No es una Arcadia que haya que recuperar; no ha existido nunca. La libertad se construye mediante instituciones y normas cambiantes que el Estado debe proteger; es un ideal al que acercarse, «regulativo» lo llamará Kant. Consiste en que los seres humanos puedan desarrollar su actividad, su capacidad de elegir lo mejor para ellos mismos, sin que la alianza siniestra de los distintos poderosos de este mundo conspire para establecer monopolios, elevar los precios, limitar la acción humana, prohibir libros o imponer religiones7.

			Detrás de este giro representado por Smith es posible identificar una transformación en la razón gubernamental moderna. Frente a la estrategia jurídica iusnaturalista de limitación de la razón de Estado en beneficio de la libertad, Smith representa la introducción de un principio de limitación del gobierno interno a él. Se trata de una limitación instrumental y fáctica, esto es, cuya violación no convierte al gobierno en ilegítimo sino en ineficaz. Tal principio de limitación obedecía a una nueva forma de racionalidad, la economía política, que pretendía evitar el exceso de gobierno mostrando la existencia de regularidades en los fenómenos (una naturaleza) necesarias e inteligibles, y que la acción gubernamental debía respetar si quería ser exitosa. Lo que surgió propiamente fue un régimen de verdad, y unas prácticas asociadas en tanto que principio de autolimitación del gobierno.

			A propósito de estas transformaciones, Foucault ha mostrado que el nuevo ámbito de formación de verdad y, en esta medida, tan necesitado de conocimiento y de respeto a su naturaleza como de regulación jurídica, fue el mercado. Por ello lo denomina «lugar de veridicción», esto es, de verificación y falseamiento de la práctica gubernamental. El reto fue formular en términos jurídicos la (auto)limitación que el mercado en tanto que lugar de veridicción suponía para la razón gubernamental. El problema del derecho público ya no era, como en los dos siglos anteriores, cómo legitimar la soberanía, sino cómo limitar la acción de gobierno. Y la nueva razón gubernamental autolimitada del siglo XVIII tendrá como principio supremo la armonización del interés individual y colectivo, entendiendo por éste el que tiene como referencia el marco europeo y, a partir de él, el establecimiento de una racionalidad gubernamental planetaria como condición de un mercado mundial (instrumento a su vez de una paz perpetua). En coherencia, el reto que desde entonces lanzará el liberalismo al gobierno es el de su utilidad en un régimen en el que el intercambio y el interés determinan el valor de las cosas8. En ningún lugar mejor para comprobarlo que en la experiencia política que converge en el proceso constituyente norteamericano.

			1.2. EL LIBERALISMO EN EL PODER: LA CONSTITUCIÓN AMERICANA


			El territorio de Norteamérica que ocupaban las trece colonias inglesas fue el lugar donde se inició una de las experiencias políticas más importantes de la historia de la humanidad. Desde su nacimiento, fue la democracia más grande que había existido nunca tanto por la población afectada como por el territorio que controlaba. Si bien incluso la arquitectura monumental de su capital evidencia vínculos entre la configuración intelectual e institucional de los EE.UU. y el pasado grecorromano, el principio de sus formas políticas es el de la revolución intelectual europea protagonizada por ingleses, escoceses y franceses fundamentalmente. Expondremos algunas de sus características en lo que sigue.

			Aunque es evidente que el ansia de riqueza rápida, con la promesa de tierras fértiles y vírgenes, fue un impulso fundamental para afrontar la aventura incierta de la emigración, la colonización inglesa de Norteamérica estuvo imbuida, desde el comienzo, de un fuerte espíritu religioso. La gran potencia colonial y marítima era la católica España y el filibusterismo inglés se legitimó como una lucha religiosa. Desde luego, muchos de los emigrantes que llegaron al Nuevo Mundo huían de las persecuciones religiosas que eran usuales en Europa. Pero la determinación del espíritu religioso en la creación de los Estados Unidos fue más honda: desde el comienzo motivó la creencia de que América ofrecía la oportunidad de crear un mundo y un hombre nuevos que rompiesen con las divisiones de clase y poder del Viejo Mundo, con sus aristocracias, sus guerras y su impiedad. Se trataba de establecer un nuevo comienzo de la humanidad. Sectas protestantes de diversa índole podían ejercer su libertad religiosa en tierras donde el control de la Iglesia anglicana era escaso y el poder del Estado poco visible. Pero no sólo eso: a Max Weber se debe la tesis que interpreta la secularización moderna como transferencia de los principios de las sectas americanas y del ascetismo calvinista a la esfera secular9. En este sentido, los colonos del Mayflower, que desembarcaron el 11 de diciembre de 1620 en lo que después sería conocido como Estado de Massachusetts, son algo más que un mito fundacional. Estos hombres no llegaron para hacerse ricos, sino para crear el reino de Dios en la tierra y ya durante la travesía firmaron un documento como hombres libres e iguales que creaba un órgano político encargado de generar leyes justas. Si bien la retórica del documento está imbuida del espíritu calvinista de sus autores es, sin duda, un claro antecedente de la idea de creación de un gobierno por medio de un contrato social que luego teorizaron tantos filósofos en ese mismo siglo y hasta la actualidad.

			Es importante resaltar este último punto. Las disquisiciones filosóficas de Hobbes o de Locke, entre otros, no eran meros experimentos mentales, sino que se basaban en la experiencia ya conocida tanto de los pueblos aborígenes americanos que se conocían por los relatos de clérigos y aventureros, pueblos en «estado natural», como de la propia creación de las colonias británicas en Norteamérica. Los colonos se concebían a sí mismos como hombres libres e iguales. Antes incluso de que la emigración religiosa tuviese un papel relevante en la configuración de la población de los futuros Estados Unidos, los colonos se habían dotado de instituciones representativas que no existían en ningún otro lugar del continente americano. Así, en 1619, diez años después de la fundación de Virginia y uno antes de que el Mayflower arribase a las costas americanas, se reunió por vez primera la Asamblea General de Virginia para deliberar sobre sus propias leyes y crear instituciones que funcionaron como un parlamento de tamaño reducido. En 1639, por poner otro ejemplo, se aprobaron las Órdenes Fundamentales de Connecticut. El autogobierno era, pues, una realidad cotidiana más de un siglo antes de la independencia propiamente dicha. En consecuencia, el hecho de dotarse de normas básicas de orden político era una tradición arraigada cuando los autores de la Constitución de los Estados Unidos comenzaron su redacción.

			Otro rasgo de las tierras americanas, relevante para comprender la experiencia política allí incoada, era su inmensidad. Es innecesario decir que no estaban deshabitadas, pero desde el punto de vista de los colonos eran tierras vírgenes a su disposición, tanto por derecho de conquista como por espíritu de misión. La vastedad de los territorios tuvo desde el comienzo varios efectos en la configuración del imaginario estadounidense. El primero fue concebir el espacio como un ámbito de oportunidad. Mientras que la sociedad europea era rígidamente estamental y reglada, y había que tener permisos para vivir en un lugar o en otro, trabajar en un gremio u otro, los territorios de Norteamérica estaban a disposición de los hombres para que tomasen todo aquello que pudiesen trabajar, un elemento éste central en la argumentación lockeana del derecho de propiedad. El segundo es que no había por qué soportar formas de gobierno que se considerasen despóticas o meramente injustas, arbitrarias. Tampoco era necesario convivir con gentes con diferente credo o ideas; había espacio para todos. Cualquiera podía coger a su familia o a su comunidad y buscar nuevas tierras fértiles en las que prosperar sin molestar ni ser molestado. En tercer lugar, el enorme territorio disponible demandaba brazos para cultivarlo. Había que ofertar tierras para atraer a los colonos, y se hizo con generosidad. De este modo se forjó una amplia comunidad de propietarios que no estaban dispuestos a aceptar la autoridad arbitraria de otros hombres, aunque sí a estar gobernados por leyes que ellos mismos habían aceptado. La clave, como lo era en Inglaterra por distintas razones, no es que no hubiese diferencias de riqueza. Las hubo desde el principio y muy grandes. La clave radicaba en que un sistema de propiedad muy extendido hacía que los hombres no dependiesen del poder de otros, sino de su propia suerte y trabajo. El sueño republicano de una comunidad de hombres libres e iguales se estaba conformando en un suelo que se consideraba virgen, libre de historia.

			Pero la colonización británica de Norteamérica no sólo tuvo efectos políticos, sino también económicos. De hecho ambos fueron de la mano. Es evidente que si no hubiese prosperado tan rápidamente, no hubiese sido capaz de atraer tanta población como lo ha venido haciendo hasta la actualidad. Las colonias americanas estaban fuera del foco de atención del gobierno británico porque eran marginales en su comercio. Al principio del siglo XVIII representaban en torno a un 6 por 100 del total del comercio británico. Sin embargo, en el momento de la independencia eran ya las dos quintas partes del mismo. Cuando los ingleses quisieron controlarlas, ya era demasiado tarde, se habían hecho muy grandes. A mediados del siglo XVIII, Filadelfia era la segunda ciudad más grande del Imperio Británico, sólo superada por Londres. La norteamericana era una sociedad próspera en la que el crecimiento económico impedía intentos de planificación y donde nadie pretendía imponer reglamentaciones, establecer monopolios u organizar gremios que supusiesen una violación de la competencia.

			Evidentemente, en los orígenes de los Estados Unidos podemos hallar borrones fruto del fanatismo, la codicia, la ignorancia o la simple estupidez: el desarrollo de la esclavitud que comenzó a crecer de forma importante en el siglo XVIII y que no fue homogénea en todas las colonias de Norteamérica; el fanatismo religioso, que incluyó persecuciones, expulsiones, castigos inhumanos y que tuvo en la caza de brujas de Salem su episodio más dramático a la vez que grotesco; la expulsión y maltrato a los indios, a veces de forma consciente y sistemática, otras veces más sutil y bienintencionada, etc. Todo ello, por muy lamentable que sea, no afecta a la valoración global del nacimiento de los Estados Unidos como el mayor experimento de democracia liberal de la historia de la humanidad.

			Este somero recorrido por los rasgos de la sociedad colonial norteamericana pretende mostrar que, como en el caso del triunfo del gobierno limitado tras la Revolución de 1688 en Inglaterra, el arraigo y desarrollo de instituciones, ideas y normas de lo que en este libro estamos denominando «cultura liberal» no es nunca el fruto de un gran estadista, de un Licurgo, como al que apelaba Rousseau por esa época en El contrato social (1762). Ni que decir tiene que nunca es la obra de un dictador. Son muchos los ejemplos frustrados, también actuales, de intentos de imponer constituciones liberales en sociedades e individuos que no están preparados para recibirlas. Experiencias y conceptos, acontecimientos y teoría, se condicionan y retroalimentan mutuamente. Como expondremos a continuación, el diseño constitucional norteamericano sí fue una tarea legislativa consciente de los problemas de arquitectura institucional y de libertades a los que se enfrentaba. Como lo fueron las sucesivas enmiendas que se incorporaron a lo largo de los años a la Constitución. Pero su arraigo fue posible porque la sociedad a la que estaba destinada tenía una larga práctica de hábitos democráticos: eran y se sentían ciudadanos libres e iguales. Esa fue la razón de su éxito. Probablemente esa siga siendo la razón de su permanencia en nuestros días.

			A propósito de la Constitución norteamericana, tal vez lo primero que deba señalarse es que no es una copia de la sabiduría ilustrada europea. Sus autores conocían muy bien los escritos de los filósofos británicos y franceses, pero su obra es una aportación genuina a la historia del pensamiento y, desde luego, a las formas políticas de la humanidad. Los norteamericanos tuvieron la suerte de contar con militares capaces, élites letradas y bien informadas, y políticos con gran capacidad analítica y visión de futuro. En ocasiones todo ello confluyó en los mismos nombres: Jefferson, Washington, Adams, Franklin, Hamilton o Madison, autor este último de la expresión «We, the People».

			Jefferson, por ejemplo, conocía muy bien el Segundo tratado sobre el gobierno civil de John Locke, pero le añadió en su Summary View of the Rights of British America (1774) la defensa de los derechos individuales y el tema rousseauniano de la soberanía popular. Él fue el encargado de escribir la Declaración de Independencia, aprobada con cambios menores el 4 de julio de 1776. Con este acto nacían los Estados Unidos de América, la primera democracia liberal de la historia.

			Nos permitiremos un apunte sobre la Declaración de Independencia antes de aludir a Washington. Puede considerarse el mejor resumen del liberalismo clásico y, sin duda, su documento más épico. Habrá que esperar al discurso de Lincoln en Gettysburg para encontrar algo comparable. «Sostenemos —afirma la Declaración— que estas Verdades son evidentes en sí mismas: que todos los Hombres son creados iguales, que su Creador los ha dotado de ciertos Derechos inalienables, que entre ellos se encuentran la Vida, la Libertad y la Búsqueda de la Felicidad». La igualdad entre los hombres se considera una verdad evidente, cuya misma discusión pasa a ser sospechosa y hace recaer el peso de la prueba en los que la niegan. La desigualdad real entre los seres humanos, en renta, en capacidades, en aspecto, no oculta la convicción acerca de una igualdad originaria, la cual vincula desde sus orígenes la cultura política liberal a un presupuesto de la democracia. Libertad e igualdad van desde el comienzo de la mano. Con la idea del derecho a la búsqueda de la felicidad se expresa de un modo fácilmente comprensible por todo el mundo el que cada uno de los seres humanos puede elegir por sí mismo su propio plan de vida; lo que se traduce en que nadie tiene el derecho de elegir por otro, aunque crea o sepa que está equivocado. La Declaración de Independencia es un documento antipaternalista, en el que se apela a la mayoría de edad de los seres humanos. En este sentido, el espíritu que la anima es el del ensayo kantiano ¿Qué es la Ilustración? (1784). La Declaración también recoge que la única legitimidad política proviene de los propios gobernados, y que éstos tienen el derecho a cambiar el gobierno cuando crean que no está cumpliendo aquellos objetivos para los que fue designado. Con ello, los principios que legitiman la existencia de un régimen republicano que alteraba todas las relaciones de poder del mundo moderno, se probaban por vez primera en la realidad. El éxito de los Estados Unidos abrió una nueva era en la historia.

			En cuanto a Washington, pudo haberse convertido en un déspota. Había ganado la guerra y tenía el apoyo de un ejército que estaba irritado con el Congreso. Pero, en una imitación consciente de Cincinato, entregó el poder y regresó a sus tierras. Había que poner en marcha un nuevo sistema institucional que no incurriese en los vicios de la vieja Europa ni cayese en las trampas de las antiguas Grecia y Roma. ¿Cómo imitar lo mejor de todo ello sin repetir errores? La solución adoptada fue la denominada «federalista», que, paradójicamente, era la opción centralista. Debemos recordar que ya existían trece gobiernos constituidos, con sus leyes, sus instituciones, sus formas de elección, etc. Fue la necesidad de dotarse de una moneda fuerte y estable lo que les empujó a constituir un gobierno federal capaz de garantizar un marco económico y financiero común. La tradición política norteamericana no era antigubernamental, todo lo contrario. Ya hemos visto cómo desde muy pronto se habían establecido formas de gobierno en todas las colonias. El debate estaba en si era necesario dar un salto y establecer una autoridad superior sobre los poderes locales, que recelaban de ella y de aquello en lo que pudiera convertirse. La convicción que se impuso es que el gobierno federal no debía ser una simple delegación del poder de los gobiernos federales, sino que debía tener el refrendo del pueblo. El gobierno nacional, a través de los mecanismos que establecía la Constitución, limitaba el poder de los Estados federados, pero no los abolía. En cualquier caso, la americana es una Constitución fuertemente presidencialista, que ha funcionado bien en los Estados Unidos pero cuya imitación ha sido una tragedia para el mundo, especialmente para América Latina10.

			La ratificación de la Constitución originó un debate público en el que participó toda la nación y que nos ha dejado The Federalist Papers (1787-1788), un conjunto de 85 artículos escritos por Hamilton, Madison y Jay, en los que se discuten cuestiones básicas de pensamiento político y de diseño institucional democrático.

			Una vez aprobada la Constitución, se originó el debate y la aprobación de sus diez primeras enmiendas, que son, en buena medida, una Declaración de Derechos. Como ejemplo de ello baste recordar la primera: «El Congreso no hará ley alguna con respecto a la adopción de una religión o prohibiendo el libre ejercicio de dichas actividades; o que coarte la libertad de expresión o de la prensa, o el derecho del pueblo para reunirse pacíficamente, y para solicitar al gobierno la reparación de agravios».

			Con estos principios, la extensión del derecho al voto fue rápida, así como la asimilación de la numerosa emigración que provenía de Europa. Estaba siempre presente, siempre tapado, el problema de la esclavitud, por no mencionar el de los derechos de la mujer y de los indios, que ni siquiera estaban en la agenda. Asuntos todos ellos que debieron esperar muchas décadas, mucha opresión y demasiada vergüenza.

			La independencia de los Estados Unidos, que no debe olvidarse que se hizo a costa de una de las grandes potencias de su época, su consolidación como Estado próspero y democrático y su carácter de tierra de acogida fue un ejemplo para todos los que deseaban liberarse de sus respectivos yugos no sólo en la América española, sino en la misma Europa, incluida la España constitucional de Cádiz. No podemos contar aquí ese proceso, que excede con mucho los objetivos de este capítulo. Pero la cuestión clave es que el fracaso del experimento norteamericano hubiese retrasado la extensión de la democracia no sabemos por cuánto tiempo. De hecho, la otra gran referencia, la revolución francesa, sí que finalizó en un régimen político conscientemente cesarista e inundando en sangre y muerte toda Europa, incluida la misma Francia. El triunfo de los Estados Unidos demostraba que era posible un régimen político en el que se compatibilizara la libertad con la igualdad, el respeto de los derechos individuales con el gobierno de las mayorías, y todo ello sin que triunfase la demagogia y la anarquía. La llama de la cultura política liberal que se había encendido en la Inglaterra de 1688 se había convertido en un incendio que se extendería de forma imparable por América y Europa y que, afortunadamente, aún no se ha apagado.

			[image: liberal_04.jpg]

			Fachada del Capitolio, edificio que como otros muchos monumentos de la capital federal de los Estados Unidos recoge en sus formas la estética de inspiración neoclásica directamente relacionada con el espíritu originario de la democracia, esencia política del que en su día fue un nuevo modelo de Estado moderno fundamentado en la separación de poderes y la garantía constitucional de las libertades civiles individuales y colectivas. © Anaya/ A. de Leiva.
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